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Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 80 de la Ley 1480 de 2011.

Actor: RAMIRO RODRÍGUEZ LÓPEZ.


Magistrado Ponente: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.


Expediente D-9079. 


Concepto  5392
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2°, y 278, numeral 5°, de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que presentó en ejercicio de su ciudadanía RAMIRO RODRÍGUEZ LÓPEZ contra el artículo 80 de la Ley 1480 de 2011, el cual se cita textualmente:
LEY 1480 DE 2011
(12 de octubre de 2011) 

Diario Oficial No. 48.220 de 12 de octubre de 2011
"Por medio de la cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan otras disposiciones." 

(…)

ARTÍCULO 80. Con el fin de contribuir al acceso eficaz a la justicia y a la descongestión judicial, el Ministerio del Interior y de Justicia, o quien haga sus veces, a través de la dependencia que para tales efectos determine la estructura interna, podrá operar servicios de justicia en asuntos de protección al consumidor, saneamiento de la propiedad, insolvencia de personas naturales no comerciantes y controversias entre copropietarios relacionadas con violaciones al régimen de propiedad horizontal en normas de convivencia, así como en todos los asuntos en que la ley haya permitido o permita a otras autoridades administrativas el ejercicio de funciones jurisdiccionales, siempre y cuando las controversias sean susceptibles de transacción o conciliación y se apliquen las normas procesales vigentes. 

Los servicios de justicia aquí regulados generan competencia a prevención y por ende no excluyen la competencia otorgada por la ley a las autoridades judiciales y a autoridades administrativas en determinados asuntos. 

La operación de los referidos servicios de justicia debe garantizar la independencia, la especialidad y el control jurisdiccional a las decisiones que pongan fin a la actuación, tal y como está regulada la materia en cuanto al ejercicio de funciones jurisdiccionales por parte de autoridades administrativas. 

El Gobierno Nacional reglamentará la forma en que se haga efectiva la operación de estos servicios de justicia.
1. Planteamiento de la demanda.
El actor considera que el artículo demandado, al otorgar competencia al Ministerio de Justicia para operar servicios de justicia en asuntos de saneamiento de la propiedad, insolvencia de personas naturales no comerciantes y controversias entre copropietarios, relacionadas con violaciones al régimen de propiedad horizontal en normas de convivencia, así como en todos los asuntos en que la ley haya permitido o permita a otras autoridades administrativas el ejercicio de funciones jurisdiccionales, vulnera el principio de unidad de materia, porque no guarda ninguna relación de conexidad con el tema de la Ley 1480 de 2011, que es el estatuto del consumidor. En sus palabras:
Pues bien, no hay ninguna relación de conexidad entre una ley que consagra el Estatuto del Consumidor y un artículo de la misma que faculta a un Ministerio para administrar justicia en temas tales como “saneamiento de la propiedad, insolvencia de personas naturales no comerciantes y controversias entre copropietarios relacionadas con violaciones al régimen de propiedad horizontal en normas de convivencia, así como en todos los asuntos en que la ley haya permitido o permita a otras autoridades administrativas el ejercicio de funciones jurisdiccionales”.
2. Problema jurídico.
Corresponde establecer si la competencia otorgada al, en ese entonces, Ministerio del Interior y de Justicia, para operar servicios de justicia en asuntos diferentes a la protección al consumidor, como es el caso de asuntos relativos al saneamiento de la propiedad, a la insolvencia de personas naturales no comerciantes y a controversias entre copropietarios relacionadas con violaciones al régimen de propiedad horizontal en normas de convivencia, y en los demás asuntos en los cuales la ley haya permitido o permita a otras autoridades administrativas el ejercicio de funciones jurisdiccionales, siempre y cuando las controversias sean susceptibles de transacción o conciliación y se apliquen las normas procesales vigentes, vulnera el principio de unidad de materia.
3. Aclaración previa.

En vista de que si bien la demanda se presenta contra el artículo 80 de la Ley 1480 de 2011, pero en realidad se dirige sólo contra la expresión: “saneamiento de la propiedad, insolvencia de personas naturales no comerciantes y controversias entre copropietarios relacionadas con violaciones al régimen de propiedad horizontal en normas de convivencia, así como en todos los asuntos en que la ley haya permitido o permita a otras autoridades administrativas el ejercicio de funciones jurisdiccionales”, en él contenida, el presente concepto se circunscribe a la revisión de la exequibilidad de esta expresión.
4. Análisis jurídico.
Por medio de la Ley 1480 de 2012, se expide “el Estatuto del Consumidor y se dictan otras disposiciones”. Al revisar su contenido se observa que tanto sus primeros 79 artículos como los artículos 81 a 84, que son los últimos, guardan una relación directa e integral con la misma materia: la protección del consumidor.

El artículo 80 se enmarca dentro de la anterior materia al referirse a la organización de una dependencia, al interior del Ministerio del Interior y de Justicia, como se llamaba entonces, para que opere servicios de justicia en asuntos de protección al consumidor. Empero, en cuanto atañe a operar otros servicios de justicia, como los previstos en la expresión demandada, la ley alude a otras materias, como pasa a verse.

En efecto, de la materia de saneamiento de la propiedad adquirida por falsa tradición se ocupa la Ley 1182 de 2008; de la insolvencia de personas naturales no comerciantes mediante acuerdos de pago con sus acreedores trataba la Ley 1380 de 2010, que fue declarada inexequible por la Corte en la Sentencia C-685 de 2011; y de las controversias entre copropietarios relacionadas con violaciones al régimen de propiedad horizontal en normas de convivencia, se ocupa la Ley 675 de 2001. La mera existencia otras leyes que regulan estas materias, unida a la circunstancia de que en estos casos no se aprecia una relación directa e integral con la protección al consumidor, permiten considerar que la expresión normativa sub examine vulnera el principio de unidad de materia, como lo advierte el actor.
Lo dicho sobre las materias en comento, se hace evidente respecto de la operación de servicios de justicia para todos los asuntos en que la ley haya permitido o permita a otras autoridades administrativas el ejercicio de funciones jurisdiccionales, siempre y cuando las controversias sean susceptibles de transacción o conciliación y se apliquen las normas procesales vigentes. Y se hace evidente porque dentro de dichos asuntos no es posible incluir los relativos a la protección al consumidor, pues éstos ya están previstos en el mismo artículo 80 de la Ley 1480 de 2012, en una frase anterior. 

Al no poder incluirse los asuntos relativos a la protección al consumidor, ni los asuntos relacionados con las materias propias de las Leyes 1182 de 2008, 1380 de 2010 y 675 de 2001, dentro de la expresión genérica todos los asuntos en que la ley haya permitido o permita a otras autoridades administrativas el ejercicio de funciones jurisdiccionales, pese a la indeterminación de estos últimos asuntos, en todo caso se trataría de asuntos diferentes a la protección al consumidor y, por tanto, se vulnera el principio de unidad de materia.  
5. Conclusión.
Por lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que declare INEXEQUIBLE la expresión: “saneamiento de la propiedad, insolvencia de personas naturales no comerciantes y controversias entre copropietarios relacionadas con violaciones al régimen de propiedad horizontal en normas de convivencia, así como en todos los asuntos en que la ley haya permitido o permita a otras autoridades administrativas el ejercicio de funciones jurisdiccionales”, contenida en el artículo 80 de la Ley 1480 de 2011.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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